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Resumen 
El presente artículo de investigación hace un análisis exhaustivo sobre la normativa 
Colombiana en cuanto al tratamiento y condición jurídica de los niños, niñas y adolescentes 
venezolanos,  migrantes forzados que han visto como única alternativa para satisfacer sus 
necesidades básicas, venir a Colombia. La crisis humanitaria por migración masiva de 
venezolanos a territorio colombiano ha generado que el Estado colombiano adopte una 
serie de Planes y programas creados y sus instituciones, dirigidos a garantizar los derechos 
fundamentales de esta población, entre estos el acceso y derecho a la educación de los niños 
migrantes, eje central del presente artículo de reflexión.   
Para esto se utiliza el método de la dogmática jurídica del análisis documental,  la 
normativa del ordenamiento jurídico colombiano para la atención de niños, niñas y 
adolescentes migrantes, específicamente en cuanto a los derechos educativos y se concluye 
que existen una serie de normas en el derecho internacional que garantizan el acceso a la 
educación de los menores migrantes, las mismas que han sido adoptadas en Colombia quien 
progresivamente está avanzando en la garantía del derecho a la educación para los niños, 
niñas y adolescentes migrantes. 
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Abstract 
This research article makes an exhaustive analysis of Colombian regulations regarding the 
treatment and legal status of Venezuelan children and adolescents, forced migrants who 
have seen as the only alternative to meet their basic needs, come to Colombia. The 
humanitarian crisis due to massive migration of Venezuelans to Colombian territory has led 
the Colombian State to adopt a series of Plans and programs created and their institutions, 
aimed at guaranteeing the fundamental rights of this population, including access to and the 
right to education of Migrant children, central axis of this article of reflection. 
For this, the method of legal dogmatic documentary analysis is used, the regulations of the 
Colombian legal system for the attention of migrant children and adolescents, specifically 
regarding educational rights and it is concluded that there are a series of rules in the law 
that guarantee access to education for migrant children, the same ones that have been 
adopted in Colombia who are progressively making progress in guaranteeing the right to 
education for migrant children and adolescents. 
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Introducción  
En materia de Derechos Humanos en el mundo se ha observado una evolución constante 
que inicia con la Carta magna en la que se exige una serie de derechos para los súbditos y la 
cual se vio obligado a suscribir el Rey Juan de Inglaterra en 1215 y posteriormente con la 
Petición de Derechos en Inglaterra, que constituye el primer intento de reconocimiento de 
algunos derechos para los ciudadanos y posteriormente la Declaración de Derechos (Bill of 
Rights) en 1689, y termina siendo un antecedente fundamental para el Derecho 
internacional de los Derechos humanos, que en el año 1789, se proclama  la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano (Martínez & Cubides, 2015), bases para las 
actuales cartas de derechos humanos.  
Los anteriores antecedentes llevan a que en el año 1948,  se proclame la Declaración 
Universal de Derechos Humanos por parte de la Asamblea General de la Organización de 
las Naciones Unidas (ONU), luego de acontecimientos históricos que generaron la 
necesidad de reconocer la igualdad de los seres humanos y el reconocimiento de sus 
derechos.  
Ahora bien, las violaciones masivas de derechos humanos en América Latina con las 
dictaduras de los años 70 y 80,  así como los procesos de descolonización para los países 
africanos,  se generan que desde el sistema universal y regional de Derechos humanos, 
nuevos instrumentos de protección de los derechos humanos, dando especial protección a 
grupos vulnerables como mujeres,  niños, niñas, adolescentes, discapacitados y refugiados, 
entre otros.  
Uno de estos temas especiales es la migración, que se considera como el movimiento de 
una persona o un grupo de personas de su lugar de residencia hacia otro lugar, con la 
intención de residir y buscar nuevas oportunidades en un país diferente al de su 
nacionalidad, este proceso conlleva un alto impacto social, tanto para los individuos que 
migran, tanto para las ciudades o municipios a donde llegan (Micolta, 2005).  Precisamente 
por lo anterior, el derecho internacional público ha tenido una expansión importante en 
años recientes y ha puesto especial atención a las migraciones masivas, incluidas las 
forzadas (aquellas que provienen de guerras, de catástrofes y de graves crisis humanitarias) 
y ha generado una serie de directrices para la atención de estas personas.  
Por otro lado, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos,  se ha ocupado de la 
situación o condición jurídica de estas personas, migrantes forzadas, a través de la 
expedición de la Convención de las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados el 
28 de julio de 1951, y las funciones asignadas a la oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y la Organización Internacional de las 
Migraciones (OIM)  de Naciones Unidas, de igual manera en 1984 a través de Declaración 
de Cartagena se realizó una ampliación de los presupuestos de la condición de refugiados 
de la, 1984  (Barahona, 2003).  
Teniendo en cuenta la situación actual que atraviesa la niñez venezolana, que por diversas 
situaciones de conflictos sociales y económicas en su país de origen, se han visto en la 
necesidad de migrar (Ávila Hernández, 2018), lo que expone a diversas dificultades a los 
niños, niñas y adolescentes migrantes que se encuentran en la actualidad en Colombia, lo 
que ha generado que el gobierno diseñe una serie de rutas de atención para los mismos, en 
cuanto al acceso a sus derechos. 
Por las razones expuestas anteriormente, se ha planteado como pregunta de investigación a 
resolver dentro del presente artículo de reflexión la siguiente ¿Cómo el derecho 
internacional público y el ordenamiento jurídico colombiano han protegido el derecho a la 
educación de los niños, niñas y adolescentes migrantes?  
Lo anterior con el objetivo de analizar, utilizando el método de la dogmática jurídica del 
análisis documental,  la normativa del ordenamiento jurídico colombiano para la atención 
de niños, niñas y adolescentes migrantes, específicamente en cuanto a los derechos 
educativos. De esta forma, se desarrolla esta investigación,  a partir del estudio de doctrina 
científica y jurisprudencia patria,  que aborda las obligaciones que los Estados tienen con 
los refugiados y la población migrante forzada, especialmente con los niños, niñas y 
adolescentes (Agudelo, 2018).  
1. Los niños, niñas y adolescentes migrantes desde la perspectiva del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos.  
Para comenzar, es importante mencionar que el término de migrante hace referencia a 
aquellas personas que se desplazan de su país de origen hacia otros,  con el fin de mejorar 
sus condiciones de vida, lo anterior resulta importante en la medida que dicho concepto es 
sustancialmente diferente al de refugiado que es aquella persona que se ve obligada a huir 
de su país debido a persecución o amenaza de muerte debido a un conflicto armado o por 
cualquier otra razón de persecución en virtud de la nacionalidad, etnia, pertenencia a un 
grupo racial, religión o creencias políticas. Así entonces, existe una diferencia entre 
refugiado
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 que “son personas que huyen de conflictos armados o persecución” por variadas 
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 Artículo 1. -- Definición del término "refugiado": A. A los efectos de la presente Convención, el término 
"refugiado" se aplicará a toda persona: 
razones antes indicadas y migrantes económicos que son personas que “eligen trasladarse 
no a causa de una amenaza directa de persecución o muerte, sino principalmente para 
mejorar sus vidas al encontrar trabajo o por educación, reunificación familiar, o por otras 
razones” (ACNUR, 2016, p.1).  
Es importante mencionar que en el contexto del Coloquio Sobre la Protección Internacional 
de los Refugiados que se realizó en América Central, México y Panamá en la Declaración 
de Cartagena de 1984, se concluye luego de la discusión sostenida realizado que los 
diversos Estados de América Latina debían desplegar esfuerzos para suscribir y ratificar la 
Convención de refugiados de 1951, teniendo en cuenta la importancia de garantizar los 
derechos de los refugiados y su reivindicación social, en esa medida la gran conclusión de 
esta declaración es el compromiso de los Estados frente a la protección y asistencia directa 
a los migrantes. Adicionalmente a lo anterior, este instrumento reitera la importancia del 
principio de no devolución
4
 en materia de refugiados y migrantes.  
Dicho lo anterior, es importante mencionar que los niños, niñas y adolescentes son una 
población mucho más vulnerable en los fenómenos migratorios (Kartzow, Castillo & Lera, 
2015) ya que deben trasladarse de manera abrupta o forzada dejando de lado las 
condiciones de vida a las que están acostumbrados, y abandonando su entorno, su 
educación, y en algunas ocasiones parte de su familia.  
                                                                                                                                                                                 
1) Que haya sido considerada como refugiada en virtud de los Arreglos del 12 de mayo de 1926 y del 30 de 
junio de 1928, o de las Convenciones del 28 de octubre de 1933 y del 10 de febrero de 1938, del Protocolo del 
14 de septiembre de 1939 o de la Constitución de la Organización Internacional de Refugiados. Las 
decisiones denegatorias adoptadas por la Organización Internacional de Refugiados durante el período de sus 
actividades, no impedirán que se reconozca la condición de refugiado a personas que reúnan las condiciones 
establecidas en el párrafo 2 de la presente sección. 
2) Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1.º de enero de 1951 y debido a fundados 
temores de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social 
u opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, a causa de dichos temores, 
no quiera acogerse a la protección de tal país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia 
de tales acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o, a causa de 
dichos temores, no quiera regresar a él. 
En los casos de personas que tengan más de una nacionalidad, se entenderá que la expresión "del país de su 
nacionalidad" se refiere a cualquiera de los países cuya nacionalidad posean; y no se considerará carente de la 
protección del país de su nacionalidad a la persona que, sin razón válida derivada de un fundado temor, no se 
haya acogido a la protección de uno de los países cuya nacionalidad posea (Convención sobre el estatuto de 
los refugiados, 1951).  
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 El principio de no devolución hace referencia a la prohibición de los países receptores de refugiados y 
migrantes de devolverlos a su país de origen, si estos son perseguidos o corren peligro en el mismo.  
Esta situación de vulnerabilidad e inseguridad humana, ha sido objeto de un análisis 
exhaustivo por parte del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que ha 
expresado la importancia de diseñar estrategias para proteger los Derechos Humanos de los 
niños, niñas y adolescentes migrantes, especialmente en cuanto a políticas públicas básicas, 
de prevención, de protección y de promoción. La ONU
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 (2019) ha señalado que de acuerdo 
con las Observaciones Generales Conjunta
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 No. 22 y No. 23 del Comité de los Derechos 
del Niño y las No. 3 y No.  4 del Comité de Trabajadores Migratorios y de sus familiares se 
describen las obligaciones de los Estados parte frente a la protección de proteger 
integralmente a los niños y niñas migrantes, para garantizar su desarrollo pleno.  
Dichas observaciones conjuntas, hacen referencia a la importancia de que los Estados en 
cualquier contexto traten al niño migrante con las mismas deferencias y beneficios que son 
tratados los niños, niñas y adolescentes nacionales, y en esa medida deben desplegar las 
acciones positivas y afirmativas necesarias para garantizar sus derechos, y velar porque no 
exista vulneración de éstos, especialmente de aquellos niños en situación de migración 
irregular. 
 A continuación, se  describen de manera general los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes migrantes,  de acuerdo con lo dispuesto por el derecho internacional de los 
derechos humanos, y que deben garantizar los Estados respecto a los mismos.  
1.1 Derechos a garantizar por parte de los Estados a los niños, niñas y adolescentes 
migrantes: 
Es importante, tener en cuenta que de acuerdo a lo dispuesto en la Convención 
Internacional de los Derechos de los Niños, todos los menores de edad deben gozar de un 
interés superior, esto quiere decir que los Estados deben priorizar la garantía de los 
derechos de los niños, niñas o adolescentes, como lo indica López (2015) es “la 
potenciación de los derechos a la integridad física y psíquica de cada uno de los niños y 
niñas” (p.55).  
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 La ONU (2019) define las Observaciones Generales Conjuntas como la interpretación clara y comprensiva 
sobre nuestros derechos, hecha por los comités responsables de supervisar el cumplimiento de los 
compromisos establecidos en las convenciones. 
Las Observaciones Conjuntas mencionadas anteriormente hacen referencia de manera 
concreta a la obligación de los Estados de garantizar una serie de derechos a los niños, 
niñas y adolescentes migrantes, incluso a aquellos que no cuenten con los documentos de 
identificación en regla migratorios  para el acceso o permanencia en el país.  
Al respecto, Ortega (2015) señala que la irregularidad de la situación migratoria, la edad, la 
raza, la religión, entre otras características del niño, niña o adolescente migrante,  no 
pueden ser un motivo de rechazo o discriminación por parte de un Estado, esto en virtud del 
principio de no discriminación que es un principio señalado en la Convención de los 
Derechos del Niño y en otros instrumentos internacionales como la Convención 
internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de 
sus familiares. 
Ahora bien, dentro de los derechos que se deben garantizar de acuerdo con los derechos de 
los niños y de los migrantes son el derecho a la libertad, que busca que los Estados no 
detengan a los niños, niñas y adolescentes por su condición de migrantes, y que el caso de 
que éstos se hallen solos, se desplieguen las acciones para que tengan un tutor o una entidad 
estatal que se haga cargo,  de ellos,  en estos casos, para garantizar la primacía del interés 
superior del niño,  internacionalmente reconocido.  
De igual manera, los Estados deben garantizar que los niños, niñas y adolescentes accedan 
a un registro de su nombre y a una nacionalidad, esto hace referencia a que los Estados 
deben garantizar que los niños y niñas  nacidos puedan ser registrados y tengan un nombre 
y una nacionalidad (Carvajal, Guzmán & Jiménez, 2019).  Al efecto, Colombia ha 
emprendido una serie de medidas contra la apatridia, iniciativa primigenia de la Defensoría 
del Pueblo, para garantizar los derechos de los niños venezolanos, nacidos en Colombia de 
padres venezolanos, a partir de la cual se establece que los niños, niñas y adolescentes 
venezolanos que nacieron en Colombia a partir del 19 de agosto del 2015 podrán acceder a 
la nacionalidad colombiana en virtud de la Resolución de fecha 5 de agosto de 2019, en 
virtud de haber suscrito la Convención Para Disminuir El Riego De Apatridia
7
.  
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 Apátrida se considera a aquellas personas que NO son consideradas como nacionales suyos por ningún 
Estado conforme a su legislación. Para mas informacion ver: 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/10996.pdf?file=fileadmin/Documentos/BDL/2017/
Al respecto, se destaca lo siguiente: 
El registro universal da cobertura a todos los niños y niñas en el territorio de un país, 
independiente de su origen étnico, sexo, condición económica, origen geográfico, o el 
estatus migratorio o nacionalidad de sus padres. Para alcanzar esta universalidad es 
indispensable eliminar la discriminación existente de grupos de población como los 
hijos e hijas de migrantes, apátridas o hijos de madres solteras. Asimismo, son 
necesarias acciones innovadoras centradas en los grupos más excluidos que 
promuevan, por ejemplo, servicios específicos culturalmente favorables para 
poblaciones indígenas (Nieves & Spence, 2011, p.4).  
Sin lugar a duda,  la identidad y nacionalidad de los niños, niñas y adolescentes constituye 
un derecho fundamental de los mismos, (garantizado en todos los instrumentos 
internacionales de derechos suscritos por Colombia), ya que esto garantiza que puedan 
acceder a servicios públicos básicos como la atención en salud, y la primera infancia y 
además permite que los niños, niñas y adolescentes,  no se consideren como apátridas
8
. 
Pero aquí no se agotan los derechos que los Estados deben garantizar a los niños, niñas y 
adolescentes migrantes, ya que también resulta indispensable que se diseñen estrategias de 
política pública, para garantizar el derecho a la unidad  y reunificación familiar y 
adicionalmente, se  deberán garantizar el derecho a la salud y la educación de estos.   
No obstante, es probable que los niños, niñas y adolescentes arriben a algún país separados 
de sus familias o solos, por lo que la ACNUR y la UNICEF ha previsto que en estos casos 
se debe aplicar un Protocolo especial de Protección, para determinar cuáles son las 
necesidades del menor como se verá a continuación.  
Adicionalmente existen herramientas que han sido diseñadas por organismos 
internacionales y Estados,  como el Protocolo de Atención para niños niñas y adolescentes 
no acompañados,  resultado del trabajo conjunto de la ACNUR y del gobierno mexicano  
que tiene como objetivo orientar a los funcionarios de los diferentes Estados en la 





evaluación inicial de identificación de niños, niñas y adolescentes migrantes que requieren 
protección ya que se han desplazado solos o separados de sus familias (Torres, 2019).  
 
Figura 1. Procedimiento de atención de niños, niñas y adolescentes migrantes. Fuente: UNICEF (2016). 
 
Puede evidenciarse que el Protocolo de Atención de Niños, Niñas y Adolescentes 
refugiados que se ha desarrollado por la ACNUR y la UNICEF, en compañía de varios 
países latinoamericanos, dan cuenta del desarrollo de programas especiales de atención para 
los menores que se encuentran en esta condición (Cifuentes & Contreras, 2018). 
2. El derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes en el marco del 
derecho internacional de los derechos humanos. 
La UNESCO
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 (2019) asegura que el derecho a la educación es un derecho humano 
fundamental, que se caracteriza por ser indivisible e interdependiente de todos los derechos 
humanos ya que la educación recoge aspectos políticos, culturales, sociales, económicos y 
civiles. Ahora bien, dicho esto es importante hacer un análisis de como se ha desarrollado 
este derecho en el marco del derecho internacional de los derechos humanos. 
2.1 La educación desde la perspectiva del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos desde el ordenamiento jurídico colombiano colombiano: 
En ese sentido, es preciso señalar que dentro de los instrumentos internacionales que 
consagran la educación como un derecho, se encuentra la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de 1948 donde se advierte que la educación es un derecho fundamental; 
pero aún más importante se hace referencia a que el acceso a la misma tiene como objetivo 
el desarrollo del ser humano en todas sus esferas, y en esa medida el fortalecimiento y 
desarrollo pleno de sus derechos y libertades.  
Dicha consideración se retoma en la Declaración de los Derechos del Niño de 1959, donde 
como lo indica Montánchez (2015) en donde se expresa que los niños tienen el derecho a 
recibir educación gratuita, en igualdad de condiciones, sin que exista algún tipo de 
discriminación por alguna causa. Esta acepción resulta fundamental al tener en cuenta que 
esas condiciones de igualdad tendrían aplicación en el caso de los niños, niñas y 
adolescentes migrantes.  
Ahora bien, posteriormente diversos instrumentos internacionales consideraron relevante 
incluir en su contenido, la importancia de la garantía del derecho a la educación, como lo 
dispone el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, 
que advierte que es obligación de los Estados  garantizar el derecho a la educación, 
señalando que la enseñanza primaria tiene el carácter de obligatoria, y la enseñanza 
secundaria y profesional debe ser generalizada (Organización de Naciones Unidas, 1976, 
Articulo 13).  
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 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. 
Es importante acotar que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales señaló 
que el derecho a la educación debe cumplir con cuatro características esenciales e 
interrelacionadas entre sí, las cuales se pueden observar en la figura No. 2,  que se muestra 
a continuación.  
 
Figura 2. Características del derecho a la educación.  Fuente: Elaboración Propia de información contenida en 
Observación General Número 13 de 1999 del Consejo Económico y Social, Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. 
Conforme a lo expuesto, la educación tiene como principal objetivo servir de instrumento y 
mecanismo para el desarrollo pleno de la personalidad y el fomento de los Derechos 
Humanos para garantizar una organización social que facilite la convivencia y la efectiva 
participación. También se incluyen las condiciones óptimas como un factor asociado con el 
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derecho humano a la educación, además de la libertad de los padres para escoger el tipo de 
educación con  respeto a otro tipo de derechos como el de libertad de culto o religión. 
Es esa medida es importante destacar la evolución de este derecho en el marco del Derecho 
internacional de los derechos humanos, teniendo en cuenta como lo indica Ávila Hernandez 
(2005) que: 
Una  cultura  que  tiene  como centro  al  hombre,  la  sacralidad  e  inviolabilidad  de  
su  dignidad  humana  y su protección y garantía por parte del Estado. Una cultura 
que tiene como novedad histórica la elaboración colectiva por parte de los gobiernos 
de un “corpus iuris”  así como el empeño de todas las agencias para su actuación 
(p.78).  
En ese mismo sentido, la Convención sobre los derechos del niño nuevamente aborda con 
más énfasis la garantía del interés superior del niño y para lograrla señala la importancia de 
garantizar el derecho a la educación, para formarlo y facilitar el desarrollo de su 
personalidad y la plenitud de sus capacidades mentales y físicas.  
La norma señalada evidencia la importancia de la educación para la niñez, y por ello, es 
éste uno de los derechos básicos protegidos para todos los niños y niñas.  Es la educación la 
que  proporciona los elementos más básicos para la supervivencia y la sana convivencia 
pacífica  en sociedad. Se destaca de nuevo la gratuidad como factor asociado al derecho 
humano a la educación, su desarrollo progresivo y los objetivos de formación entre los que 
se incluyen la dimensión cognitiva, emocional, psíquica y física del individuo (Latapi, 
2009).  
Indudablemente, esta Convención tiene una serie de elementos favorables, entre ellos el 
principio de interés superior del menor, que busca ampliar el ámbito de protección de 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, en este mismo sentido se predica en esta 
Convención la prioridad absoluta de los derechos de los niños, que impone a los Estados la 
obligación de crear mecanismos que garanticen la protección de estos.  
Es importante, advertir que el derecho a la educación tal como se ha concebido en el marco 
del derecho internacional de los derechos humanos, señala lo siguiente: 
El Estado debe asegurar y garantizar educación primaria y secundaria para todos, y 
progresivamente garantizar la educación superior gratuita y de calidad a toda persona 
sin recursos económicos que apruebe los exámenes de ingreso. En este sentido, se 
puede decir que el Estado tiene unas obligaciones que son exigibles de manera 
inmediata y otras que son exigibles de forma progresiva (Cortes, 2012, p.201).  
En esa medida, los Estados deben contemplar la garantía del derecho a la educación desde 
instituciones de educación públicas que le permitan acceder al niño, niña o adolescente a la 
misma en la formación primaria y secundaria, y en el caso de la formación universitaria 
deberá el Estado ampliar la cobertura gratuita de los mismos de manera progresiva, lo que 
quiere decir ampliar progresivamente la oferta en el territorio nacional, y generar más cupos 
en las universidad estatales. Con ello,  también un Estado puede aspirar a reducir las 
brechas sociales de la inequidad social, para el caso de Colombia, que registra un índice 
Gini de desigualdad social de 49.7 de acuerdo con lo expuesto por el Banco Mundial.    
En esa medida, Durán & Parada (2018)  advierten que desde el ámbito de los Derechos 
Humanos, la educación tiene un alcance amplio, ya que debe considerarse como un 
instrumento de gran impacto que permite la consolidación de una sociedad y en segundo 
lugar, permite la proliferación de la cultura, y la socialización de diferentes saberes y 
prácticas, por ultimo debe considerarse que el acceso a la educación comprende un manejo 
interdisciplinar, que permita al niño, niña y adolescente formarse de manera integral.  
Lo anterior, denota que la obligación de los Estados respecto del derecho a la educación no 
se agota únicamente con garantizar el acceso a la educación, sino que la misma debe 
prestarse asegurando los criterios de calidad, libertad y gratuidad en ambientes propicios 
que generen un aprendizaje efectivo.  
Ahora bien, el tema del acceso a la educación no se agota con las herramientas 
mencionadas, ya que en los últimos años, en los Objetivos del Desarrollo Sostenible de las 
Naciones Unidas,  se contempló el acceso a la educación de calidad como se observa a 
continuación. 
  
2.2 El Objetivo de Desarrollo Sostenible # 4 sobre Educación de Calidad: 
Los Objetivos de Desarrollo Sostenible son una iniciativa planteada por organizaciones de 
Derecho Internacional como la Organización de Naciones Unidas (ONU) que busca que a 
nivel mundial se fije la atención en las mayores problemáticas que existen alrededor del 
mundo. De esta manera se fijaron 17 objetivos,  a realizarse entre los años 2015 y 2030, en 
diferentes esferas como el cambio climático, la Justicia, la Paz, el Desarrollo Sostenible, el 
acceso a la educación de calidad, entre otros, que buscan que los Estados se fijen metas 
concretas en cada uno de estos aspectos. 
El objetivo No. 4 hace referencia concretamente la Educación de Calidad que en términos 
generales se refiere a la posibilidad acceder a una educación de calidad sin barreras: 
Para lograr este derecho, los países deben garantizar el acceso en condiciones de 
igualdad a una educación y un aprendizaje inclusivos, equitativos y de calidad, sin 
dejar a nadie atrás. La educación ha de aspirar a la plena realización de la 
personalidad humana y promover el entendimiento mutuo, la tolerancia, la concordia 
y la paz (UNESCO, 2017, p.7).  
Nuevamente,  el aspecto de la igualdad de la cual se predica en la garantía de este derecho 
juega un papel fundamental en materia de accesibilidad, lo que incide de manera favorable 
para la población migrante, que no podría ser discriminada o afectada  ante la solicitud de 
ingresar a programas de educación pública.  
En materia de garantía del derecho a la educación para niños, niñas y adolescentes,  las 
metas 4.1 y 4.2 del Objetivo de Desarrollo sostenible 4 se fijan los siguientes retos: 
 
 Figura 3. Características del derecho a la educación.  Fuente: Internacional de la Educación (2017).  
 
Resulta evidente que este objetivo del desarrollo sostenible,  busca que los Estados parte se 
comprometan a brindar educación de calidad,  eliminando las barreras de acceso que 
puedan existir, esto con el fin de garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes 
y permitir que desarrollen sus habilidades cognitivas, sin ningún tipo de discriminación por 
nacionalidad, religión, raza, entre otros.  
2.3 El derecho a la educación desde la perspectiva del Sistema Interamericano de los 
Derechos Humanos.  
El derecho a la educación en el marco del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
(en adelante SIDH) se encuentra fundamentando desde la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (en adelante CADH), que concretamente en el artículo 19 señala al 
tenor literal “Artículo 19.  Derechos del Niño.  Todo niño tiene derecho a las medidas de 
protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y 
del Estado.” (Nogueira, 2017).  
De este modo, dentro de las medidas de protección,  se debe contemplar el acceso a una 
educación de calidad como una obligación del Estado, la familia del niño, niña y 
adolescente y la sociedad, esto sin duda replica lo dispuesto en los Convenios 
internacionales suscritos por los Estados, vistos con anterioridad.  
De igual manera, en el artículo 13
10
 del Protocolo adicional de la Convención Americana 
de Derechos Humanos o Protocolo de San Salvador,  se desarrolló ampliamente el tema del 
derecho a la educación, y  en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante Corte IDH) se han identificado las obligaciones de los Estados, 
respecto de este derecho, lo que ha permitido que el panorama sobre este derecho,  sea 
decantado y se reconozca en la actualidad las bases e importancia de la educación gratuita y 
de calidad en los Estados que componen el SIDH. 
Es claro que la educación debe ser un derecho al cual se pueda acceder sin ningún tipo de 
barrera o discriminación, como lo señalan Millán & García (2013): 
Como instrumento de integración social, la educación debe dirigirse a las mayorías y 
a las minorías, requiriéndoles a aceptar la alteridad y a aprender a convivir con la  
diferencia. Pero para que la educación se convierta en un dinamizador social no sólo 
debe educar en la aceptación de la diferencia, sino que tiene que ofrecer nuevos 
valores que tiendan al respeto mutuo y la convivencia pacífica (p.49).    
Por otra parte, en la jurisprudencia de la Corte IDH ha señalado la importancia del derecho 
a la educación en condiciones de igualdad,  a través de lo manifestado en la Sentencia del 
Caso Gonzales Lluy Y Otros Vs. Ecuador  (2015) en el cual se negó la permanencia en un 
                                                          
10 Artículo 13. Derecho a la Educación. 1. Toda persona tiene derecho a la educación.  
2. Los Estados partes en el presente Protocolo convienen en que la educación deberá orientarse 
hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad y deberá fortalecer el respeto por los 
derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades fundamentales, la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en 
que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad democrática y 
pluralista, lograr una subsistencia digna, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades en favor del mantenimiento de la paz. 3. Los 
Estados partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno 
ejercicio del derecho a la educación: 
a. la enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 
b. la enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria 
técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en 
particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
c. la enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por 
cuantos medios sean apropiados y en particular, por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;  
d. se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la educación básica para aquellas personas que no 
hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria; 
e. se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los minusválidos a fin de proporcionar una especial 
instrucción y formación a personas con impedimentos físicos o deficiencias mentales. 
4. Conforme con la legislación interna de los Estados partes, los padres tendrán derecho a escoger 
el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, siempre que ella se adecue a los principios 
enunciados precedentemente.  
5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades 
para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, de acuerdo con la legislación interna de los Estados partes. 
 
centro educativo estatal a una menor de edad que padecía de VIH/SIDA, razón por la cual 
tuvo que recordad la Corte IDH que este derecho debe ser garantizado en igualdad de 
condiciones, sin ningún tipo de discriminación, teniendo en cuenta su interrelación con 
otros derechos humanos (Ronconi, 2016).  
Como se puede observar, el derecho a la educación en el ámbito del derecho internacional 
está plenamente desarrollado, esto ha influido de manera positiva en el desarrollo que ha 
tenido el mismo en el marco del SIDH.  
2.4 Derecho a la educación de niños , niñas y adolescentes en el ordenamiento jurídico 
colombiano:  
Ahora bien, en el contexto del ordenamiento jurídico colombiano es importante resaltar que 
la Constitución Política de 1991, señala en su artículo 44 los derechos fundamentales de los 
niños, entre ellos se encuentra la educación, la cultura y la recreación, en esa medida debe 
ser garantizado por el Estado el acceso a la educación de los niños, niñas y adolescentes 
colombianos y de aquellos que pese a ser de una nacionalidad diferente habiten en el 
territorio nacional. 
Al respecto, Cortes (2012) afirma que la educación constituye un derecho fundamental 
social que tiene una relación inescindible con el desarrollo del ser humano, esto teniendo en 
cuenta que el acceso a una educación pública de calidad le garantizará unas condiciones de 
vida dignas a futuro, lo anterior teniendo en los fines del modelo de Estado Social de 
Derecho de Colombia.  
Respecto a este tema, la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: 
En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en 
atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la 
erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras 
garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el 
mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política. En 
todo caso, la naturaleza de fundamental que se le ha reconocido al derecho a la 
educación debe leerse en un contexto más amplio, que abarque las reflexiones que ha 
realizado este alto tribunal acerca de la justiciabilidad y la fundamentalidad de los 
derechos sociales, económicos y culturales o de segunda generación, de cara a las 
obligaciones de contenido prestacional que comportan (Corte Constitucional, 
Sentencia T-743 de 2013).  
Debido a lo anterior, en la legislación colombiana también se desarrolló el contenido del 
derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes, es así como en el artículo 28 del 
Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098 de 2006), que hace referencia a que la 
educación será garantizada por el Estado desde el primer año de preescolar hasta el año 
noveno de básica secundaria, y deberá contar con instituciones de educación pública que 
presten este servicio de manera gratuita.  
Ahora bien, en cuanto a los niños, niñas y adolescentes migrantes, debe ser claro que los 
derechos señalados en la Constitución y las normas deben ser de aplicación inmediata para 
estos una vez se encuentren en territorio colombiano, sin importan la nacionalidad de la que 
provienen.  
Por ello, la Corte Constitucional señalo en la Sentencia SU-677 de 2017 advierte frente a 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes lo siguiente: 
Los principios centrales relacionados con el reconocimiento de los niños, niñas y 
adolescentes como sujetos de derechos, se encuentran en la Convención Internacional 
sobre Derechos del Niño y son (i) la igualdad y no discriminación; (ii) el interés 
superior de las y los niños; (iii) la efectividad y prioridad absoluta; y (iv) la 
participación solidaria. Es decir, de acuerdo con la Convención Internacional sobre 
Derechos del Niño y la Constitución Política de Colombia, las y los niños no sólo son 
sujetos de derechos, sino que sus derechos e intereses prevalecen en nuestro 
ordenamiento jurídico. 
En esa medida, corresponde señalar que el Estado colombiano debe velar por la garantía de 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes que llegan a territorio colombiano 
e implementar las políticas necesarias para permitir se acceso a la educación, la salud, la 
alimentación, entre otros.  
  
3. La protección del derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes 
migrantes 
En el caso de los niños, niñas y adolescentes migrantes,  el acceso a la educación presenta 
una serie de barreras más amplias teniendo en cuenta que muchos de estos niños y niñas al 
momento de migrar hacia otro país no llevan generalmente consigo su historial académico, 
ni certificaciones de estudios que acrediten su grado de escolaridad, lo que dificulta el 
acceso al sistema educativo de otro país.  
No obstante, el acceso a la educación en el caso de los migrantes como lo señala UNESCO 
(2017)  es el mejor camino para adaptarse e integrarse a una nueva sociedad y desarrollar 
conocimientos que le permitan mejorar su calidad de vida, la garantía del acceso a la 
educación termina incidiendo de manera positiva en la vida de los niños, niñas y 
adolescentes migrantes, y en la de sus padres. Sin embargo, en la práctica,  el acceso a la 
educación se ve restringido en muchos países, y en el caso de los niños, niñas y 
adolescentes migrantes, el acceso tiene muchas más dificultades, ya que los sistemas 
educativos de cada Estado son diferentes, lo que genera una barrera en el acceso a la 
educación en el momento en que estos llegan a un nuevo país (muchas veces los Estados 
receptores de migrantes piden nivelación de estudios, con respecto a los estudiantes 
extranjeros). 
En consecuencia, el fenómeno de la migración implica consecuencias importantes en la 
vida de quienes deben salir de su país de origen, como bien lo indica Muñoz (2014): 
La exclusión de las personas migrantes y refugiadas de las oportunidades de acceso a 
la educación a lo largo de la vida, podría sumar a los procesos de marginalización. Si 
el aprendizaje se considera en términos de las credenciales oficiales y no en función 
de las capacidades actuales y de los aprendizajes previos, se incurre en el riesgo de 
ignorar muchos conocimientos sustantivos que las personas han construido durante 
sus vidas, lo cual pone en peligro las posibilidades de inclusión social de las personas 
y desperdicia el aporte que pueden ofrecer las personas migrantes (p.40).  
Es importante señalar que para los niños, niñas y adolescentes resulta un derecho 
fundamental, según lo expresado por la UNESCO (2019): 
Los niños niñas y adolescentes migrantes indocumentados, el acceso a una educación 
básica gratuita, aporta una cierta estabilidad y aunque más no sea una apariencia de 
normalidad en sus vidas, además de aumentar su autoestima. El derecho a la 
educación obliga a los Estados a dar acceso a servicios públicos educativos y a 
recursos financieros para que nadie se vea privado de competencias escolares básicas, 
por hablar sólo del mínimo indispensable. Por cuanto el derecho a la educación es un 
derecho universal (p.1).  
Es necesario en el marco de lo anterior, reducir las barreras de acceso para lograr garantizar 
el acceso a la educación de los niños, niñas y adolescentes migrantes, deben evaluarse las 
exigencias administrativas para facilitar que los lineamientos educativos, la acreditación de 
escolaridad, la forma de aprendizaje, entre otros, no sean una limitación para garantizar el 
derecho a la educación de éstos. 
3.1 Atención de Colombia a niños y niñas migrantes: 
Respecto de este punto, es importante advertir que desde la Constitución Política de 1991 
en su artículo 44 señala los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes y 
adicionalmente expresamente advierte que deben ser protegidos integralmente por el 
Estado. Del mismo modo, el artículo 100 de la carta política señala que los extranjeros 
tienen los  mismos derechos civiles que los colombianos, mientras se encuentren en el país.  
El gobierno colombiano ha desplegado diversas estrategias para el acceso a la educación de 
los niños y niñas  migrantes, lo anterior con el fin de garantizar el acceso a sus derechos de 
manera íntegra. De la misma manera la directora del ICBF (2016) aseguró de la cifra total, 
2.423 niños y niñas son menores de 5 años que han ingresado a los programas de primera 
infancia en el departamento de Norte de Santander en Centros de Desarrollo Infantil, 
Hogares Comunitarios y Hogares Infantiles y que con el programa Generaciones con 
Bienestar, el ICBF atiende a 256 niños y adolescentes que están entre los 6 y los 17 años. 
Pero este no es el único sector que ha entendido la necesidad de dar respuesta al fenómeno 
migratorio a traves de atencion a los migrantes, ya que desde el Ministerio de Salud se han 
generado programas de respuesta para la atencion que estos requieren. A traves de atencion, 
urgencias, acceso a aseguramiento en salud, tratamiento de patologías, entre otros 
(Fernández & Orozco, 2018).  
Precisamente, en respuesta a las necesidades de la población venezolana que ha migrado 
masivamente a Colombia, se profirió el documento CONPES 3950 de 2018 denominado 
“Estrategia Para La Atención De La Migración Desde Venezuela” el cual desarrolla un 
diagnóstico y posteriormente diseña unas estrategias para sectores como salud, educación, 
acceso a vivienda y servicios públicos para esta población, entre otros.  
Así mismo, se expidió el Documento CONPES 3950 que describe una serie de estrategias 
para la atencion de la población migrante venezolana, en materia de acceso a la educación 
se logro evidenciar que “la matrícula total de estudiantes nacidos en Venezuela fue de 
21.746. De estos, 18.170 son niños entre 5 y 16 años, de los cuales casi la totalidad (i.e. el 
95 %) está matriculado en un establecimiento educativo oficial” (CONPES 3950, 2018. 
p.51). 
En el aspecto educativo concretamente, este documento señala la necesidad de que el 
ministerio y las secretarias de educación departamentales y distrital realicen un trabajo 
mancomunado a fin de permitir crear mecanismo que les permitan a los niños, niñas y 
adolescentes acceder a la educación pública, validando los estudios realizados con 
anterioridad en su país de origen, de igual manera se advierte la necesidad de destinar 
recursos para incrementar los cupos en los colegios públicos a fin de satisfacer la demanda 
creciente en educación para menores de edad migrantes.  
Es por ello que el Ministerio de educación nacional expidió la Circular conjunta No. 16 de 
2018, en la cual desarrolla “Instructivo para la atención de niños, niñas y adolescentes 
procedentes de Venezuela en los establecimientos educativos colombianos” en la cual 
identifica el tratamiento que debe seguirse con los niños, niñas y adolescentes que soliciten 
el acceso a la educación pública, los procedimientos a seguir para su matricula y su grado, 
entre otros.  
Es importante, en ese sentido destacar los niños y niñas y adolescentes migrantes que han 
logrado acceder a servicios educativos en Colombia, lo que se muestra en la figura 4. 
 Figura 4. Niños, niñas y adolescentes  migrantes en etapa de primera infancia atendidos en Colombia (2017).  
 
Por la situación mencionada, el Gobierno colombiano identifica que pueden presentarse 
déficit en la cobertura en las instituciones educativas, debido al aumento de los niños, niñas 
y adolescentes migrantes que se ha logrado establecer a traves de ajustes realizados a la 
herramienta del Sistema de Matrícula Estudiantil (SIMAT) que permite identificar los 
cupos utilizados por la población venezolana. 
En esa medida es necesario fortalecer las instituciones educativas y evaluar la necesidad de 
aumentar la disponibilidad de cupos en ciertas zonas donde la presencia de niños, niñas y 
adolescentes migrantes así lo requieran, a fin de garantizar plenamente el derecho a la 
educación de éstos. Sin embargo, es notorio que se debe realizar un análisis profundo sobre 
el tema, teniendo en cuenta que esto tiene unas implicaciones presupuestales en materia de 
dinero público, y en esa medida se debe destinar un porcentaje del presupuesto a la 




 La educación debe entenderse en el contexto del marco del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y del ordenamiento constitucional colombiano como un derecho 
humano universal,  que permite el ejercicio de otros derechos, por su carácter 
interdependiente,  y resulta indispensable a la hora de desarrollar la democratización de las 
sociedades y la participación plena de las personas, para el ejercicio de una auténtica 
ciudadanía.   
En esa medida, es importante señalar que desde el derecho internacional de los derechos 
humanos,  se han proferido diversos tratados y convenciones orientados a la protección real 
de los derechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes en este caso, ya que es 
necesario que los Protocolos para su atención sean aplicados de manera más rigurosa, 
teniendo en cuenta que esta población merece una especial atención que garantice el interés 
superior del menor.  
La educación es un elemento que permite a la población migrante adaptarse e integrarse, a 
la sociedad a la cual llegan, lo que alivia en gran medida las divisiones sociales que causa la 
llegada masiva de personas migrantes a los países receptores, de ahí la importancia de 
garantizar a los niños, niñas y adolescentes migrantes que puedan acceder a la educación, 
para que a futuro puedan contar con mejores oportunidades y desarrollar sus proyectos de 
vida,  y así tener una mejor calidad de vida, que les permitan sobrepasar la situación de 
migración forzosa.  
En Colombia,  concretamente sobre el acceso a la educación de niños migrantes, el 
gobierno colombiano ha desplegado diversas estrategias para garantizar el acceso a la 
educación de los niños, niñas y adolescentes migrantes, lo anterior con el fin de garantizar 
el acceso a sus derechos de manera integral, en esa medida el gobierno ha buscado 
identificar los niños, niñas y adolescentes migrantes para incluirlo a traves de entidades 
especializadas como el ICBF en programas de atencion a niños, niñas y adolescentes.  
Por otra parte, se han desplegado programas de atención a la infancia y la adolescencia que 
están enfocados en la prevención del trabajo infantil, mediante la creación de programas de 
atencion que impacten los proyectos de vida de los niños, niñas y adolescentes y fomenten 
su educación y su integración correcta y adecuada en la sociedad.  
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